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RESOLUCION 
 
Para ordenar a las Comisiones de Asuntos de la Mujer; y de Gobierno del Senado de Puerto 

Rico, a realizar una abarcadora investigación sobre la implantación y cumplimiento con la 
Ley Núm. 88 del 26 de agosto de 2005 por parte de las agencias de la Rama Ejecutiva, la 
cual requiere la promulgación e implantación de un protocolo de intervención con víctimas 
y/o sobrevivientes de violencia doméstica, y que elevó a rango de Ley la Comisión 
Interagencial para una Política Pública Integrada sobre Violencia Doméstica, creada al 
amparo de la OE 2003-40. 

 

EXPOSICION DE MOTIVOS 
La violencia en todas sus manifestaciones adquiere especial dimensión en estos tiempos 

por sus profundas implicaciones contra la mujer y graves repercusiones en nuestro desarrollo 

como sociedad.  Es un serio problema para la familia puertorriqueña y constituye uno de los 

actos delictivos más complejos. Por esta razón, todos y todas reconocemos que debemos darle 

frente de inmediato. 

Actualmente, la Ley Núm. 54 de 15 de agosto de 1989, según enmendada, conocida 

como la “Ley para la Prevención e Intervención con la Violencia Doméstica” penaliza la 

conducta agresora constitutiva de violencia doméstica, provee medidas de atención para atender 

aspectos civiles generados por la violencia, y sugiere una mejor coordinación de las respuestas 

institucionales a esta problemática.  Lograr el fiel cumplimiento de las disposiciones de dicha 

ley, requiere la unión de esfuerzos entre el sector público en especial, el sistema de justicia 

criminal incluyendo los tribunales, los profesionales de ayuda y la comunidad en general.  
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Ciertamente, la atención de forma integrada y coordinada es una estrategia esencial para 

enfrentar con efectividad este problema social.   

En reconocimiento a este hecho, a través de la Orden Ejecutiva 2003-40, se estableció 

como política pública la coordinación de las agencias gubernamentales, y se creó una Comisión 

Interagencial la cual perseguía unir esfuerzos para afrontar la violencia contra las mujeres, que se 

fortalecieran los servicios a las víctimas y/o sobrevivientes de violencia doméstica, y que 

asegurara una intervención justa, oportuna y efectiva.  Posteriormente, la Ley Núm. 88 del 26 de 

agosto de 2005, elevó a rango de ley dicha Comisión Interagencial, la cual está compuesta por la 

Oficina de la Procuradora de la Mujer, por el Departamento de Justicia, la Policía de Puerto Rico, 

el Departamento de Corrección y Rehabilitación, el Departamento de la Familia, el Departamento 

de Educación, el Departamento de Salud, el Departamento de la Vivienda, la Oficina de 

Comunidades Especiales, la Corporación de Puerto Rico para la Difusión Pública; y aquellos 

asesores y representantes del interés público que la Presidenta de la Comisión estime pertinente. 

En el 2005, la Oficina de la Procuradora de las Mujeres publicó un informe sobre la 

implementación de la Ley 54 cuyo alcance incluía: 1) Una evaluación cualitativa y cuantitativa 

de los esfuerzos de cada uno de los componentes del sistema de justicia para cumplir con la Ley 

para la Prevención e Intervención con la Violencia Doméstica (Ley 54) y un examen de los 

reglamentos internos de las distintas agencias relativos al manejo de estos casos; 2)   un análisis 

de las lagunas en la provisión de servicios de seguridad a las víctimas y en la verificación de la 

ejecución de las responsabilidades a través de todo el proceso; 3) recomendaciones para llenar 

dichas lagunas mediante revisión de procedimientos, protocolos, entrenamientos y cualquier otra 

acción afirmativa; 4)  una evaluación y recomendaciones sobre el funcionamiento de las redes y 

de las necesidades de comunicación e información entre los componentes del sistema de justicia; 

5)  evaluación y recomendaciones sobre las estructuras, los equipos y los procedimientos 

necesarios para establecer sistema de exploración (rastreo) para aquellos componentes del 

sistema de justicia a cargo de los casos de violencia doméstica. 

Además, durante casi dos años, se evaluaron no sólo los protocolos y leyes, sino las 

actitudes y conocimientos sobre el tema de las personas encargadas de implementar la Ley 54.  

De igual forma, la Oficina de la Procuradora de la Mujer (OPM) trabajó junto a agencias para la 

elaboración de los protocolos, se establecieron acuerdos colaborativos, se ofrecieron 

adiestramientos a la Policía, a los Fiscales y a la Rama Judicial, se aprobaron unos módulos de 
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adiestramientos y planes de trabajo que se deberían continuar implantando, y se llevó a cabo una 

campaña de educación y orientación a la ciudadanía.  

Tenemos que asegurar que todas estas gestiones que se realizaron por la OPM y otras que 

estaban encaminadas sigan siendo puestas en vigor, y que cada una de las agencias de la Rama 

Ejecutiva cumpla fielmente con las obligaciones que impone Ley Núm. 88 del 26 de agosto de 

2005.  El Pueblo de Puerto Rico no puede tolerar que se continúe perpetuando el ciclo de 

violencia doméstica.  El Senado de Puerto Rico, tampoco puede mantenerse silente mientras 

estos patrones desintegran nuestras familia, fomentan la criminalidad y el debilitamiento de los 

valores de la convivencia humana.  Es nuestra responsabilidad como institución contribuir a 

erradicar este mal social. 

RESUÉLVASE POR EL SENADO DE PUERTO RICO: 

Sección 1.- Ordenarle a la Comisión de Asuntos de la Mujer; y de Gobierno del Senado 

de Puerto Rico, a realizar una abarcadora investigación sobre la implantación y cumplimiento 

con la Ley Núm. 88 del 26 de agosto de 2005 por parte de las agencias de la Rama Ejecutiva, la 

cual requiere la promulgación e implantación de un protocolo de intervención con víctimas o 

sobrevivientes de violencia doméstica, y que elevó a rango de Ley la Comisión Interagencial para 

una Política Pública Integrada sobre Violencia Doméstica (Comisión Interagencial), creada al 

amparo de la OE 2003-40.  Tal investigación deberá incluir, pero no limitarse a, las medidas que 

se han tomado para garantizar el fiel cumplimiento de las disposiciones de dicha Ley Núm. 88 de 

2005; los protocolos confeccionados; un desglose de las reuniones, funcionamiento, de los 

trabajos, hallazgos y resultados obtenidos por la Comisión Interagencial para una Política Pública 

Integrada sobre Violencia Doméstica; los procedimientos existentes, así como de las acciones 

legislativas y administrativas necesarias para asegurar la observancia de la Ley Núm. 88 del 26 

de agosto de 2005, y que ésta cumpla cabalmente su propósito. 
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Sección 2.- Solicitar a la Oficina de la Procuradora de la Mujer a que ponga a la 

disposición de las Comisiones toda la documentación relacionada a la implantación de la Ley 

Núm. 88 del 26 de agosto de 2005. 

 Sección 3.- Las Comisiones de Asuntos de la Mujer y de Gobierno del Senado de Puerto 

Rico someterán informes periódicos y un informe final contentivo de sus hallazgos, conclusiones 

y recomendaciones que estime pertinentes, incluyendo las acciones legislativas y administrativas 

que deban adoptarse con relación al asunto objeto de este estudio, dentro de los noventa (90) días 

naturales siguientes a la fecha de la aprobación de esta Resolución.   

Sección 4.- Esta Resolución entrará en vigor inmediatamente después de su aprobación.  


	En reconocimiento a este hecho, a través de la Orden Ejecutiva 2003-40, se estableció como política pública la coordinación de las agencias gubernamentales, y se creó una Comisión Interagencial la cual perseguía unir esfuerzos para afrontar la violencia contra las mujeres, que se fortalecieran los servicios a las víctimas y/o sobrevivientes de violencia doméstica, y que asegurara una intervención justa, oportuna y efectiva.  Posteriormente, la Ley Núm. 88 del 26 de agosto de 2005, elevó a rango de ley dicha Comisión Interagencial, la cual está compuesta por la Oficina de la Procuradora de la Mujer, por el Departamento de Justicia, la Policía de Puerto Rico, el Departamento de Corrección y Rehabilitación, el Departamento de la Familia, el Departamento de Educación, el Departamento de Salud, el Departamento de la Vivienda, la Oficina de Comunidades Especiales, la Corporación de Puerto Rico para la Difusión Pública; y aquellos asesores y representantes del interés público que la Presidenta de la Comisión estime pertinente.

